PROYECTO DE LEY

EL SENADO Y LA CAMARA DE DIPUTADOS

DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES

SANCIONAN CON FUERZA DE

L E Y

TITULO PRIMERO
DISPOCISIONES GENERALES
ARTICULO 1º: OBJETO: La presente ley regula, en todo el ámbito de la Provincia de Buenos Aires la utilización de cámaras y/o videocámaras y/o cámaras fotográficas y/o cualquier otro medio técnico análogo y el tratamiento de las imágenes y sonidos de personas físicas, identificadas o identificables, que se obtengan  por dichos medios, en lugares públicos, semipúblicos o de acceso publico, abiertos o cerrados, a fin de contribuir a asegurar la convivencia ciudadana. Por lo expuesto se deben establecer garantías a los derechos fundamentales y libertades públicas de los ciudadanos, donde ineludiblemente el uso indiscriminado, en pos de mayor seguridad los vulneraba 
ARTICULO 2º: PRINCIPIOS GENERALES PARA LA UTILIZACION: La utilización de videocámaras para la captación de imágenes y sonidos está regida por el principio de proporcionalidad y razonabilidad, donde la procedencia e intervención determinan:

a) La procedencia determina que sólo podrá emplearse la videocámara cuando resulte adecuado, en una situación concreta, para asegurar la convivencia ciudadana, la utilización pacífica de las vías y espacios públicos, la elaboración de políticas públicas en seguridad, teniendo en cuenta una planificación urbana. b) La intervención mínima exige la ponderación en cada caso, entre la finalidad pretendida y la posible afectación por la utilización de la videocámara al derecho a la propia imagen, a la intimidad y a la privacidad de las personas, de conformidad con los principios consagrados en nuestra Constitución Nacional y Provincial.

ARTICULO 3º: Las expresiones contenidas en esta Ley a videocámaras, cámaras fijas y cámaras móviles se entenderán hechas a cualquier medio técnico análogo y, en general, a cualquier sistema que se utilice para el mantenimiento y preservación de la seguridad ciudadana y demás fines previstos en esta Ley.

ARTICULO 4º: Considerase identificable una persona cuando puede determinarse su “IDENTIDAD” mediante datos y procedimientos que establezca la Autoridad de de Aplicación.
TITULO SEGUNDO
AUTORIZACION DE INSTALACION DE VIDEOCAMARAS

ARTICULO 5º: AMBITO DE APLICACIÓN: La presente se aplicara en el ámbito de la provincia de Buenos Aires, donde la grabación, captación, transmisión, conservación y almacenamiento de imágenes y sonidos, que se obtenga con videocámaras se ajustara a los términos previstos en esta ley.
ARTICULO 6º: Establecése que las imágenes y sonidos obtenidos tienen carácter absolutamente confidencial y que las mismas sólo podrán ser requeridas por Magistrados, que se encuentren avocados a la investigación y/o al juzgamiento de causas contravencionales o penales.
ARTICULO 7º: La instalación de videocámaras o de cualquier medio técnico análogo en los términos del artículo 3 de la presente Ley será procedente en la medida en que resulten de utilidad concreta a fin de proporcionar información necesaria para adoptar eventuales medidas de gobierno relacionadas con la:

a) utilización del espacio público;

b) el resguardo de la seguridad de los habitantes de la provincia;

c) proteger los edificios e instalaciones públicas; 
d) preservar los espacios culturales y ambientales;

e) respetando sus accesos; 
f) y salvaguardando que las instalaciones sean útiles para la seguridad; evitando infracciones, y previniendo  la causación de daños a las personas y bienes.

ARTICULO 8º- LIMITES A LA UTILIZACION DE VIDEOCAMARAS: No podrán obtenerse o tomarse imágenes y sonidos del interior de propiedades privadas, ni en recintos privados, fijos o móviles, salvo por autorización judicial expresa. Podrán instalarse videocámaras en espacios públicos o accesos públicos, pero siempre acorde a los principios establecidos en la presente Ley, y sobre todo amparando que no se afecte de forma directa o indirecta la intimidad y privacidad de las personas. En el supuesto que en forma accidental se obtuviesen imágenes cuya captación resulte violatoria de la presente ley, las mismas deberán ser destruidas inmediatamente por quien tenga la responsabilidad de su custodia. 

No podrá autorizarse la instalación fija de videocámaras cuando se estime que dicha instalación supondría una vulneración de los criterios establecidos en el presente Ley.

ARTICULO 9º La instalación de videocámaras o cualquier medio técnico análogo en los términos de la presente ley, deberá ser motivada y referida en cada caso al lugar público concreto que ha de ser objeto de observación.-

Estará sujeto a un régimen de autorización, que se establecerá  por vía reglamentaria. 
ARTICULO 10º La Autoridad de Aplicación determinará:

a) las limitaciones o condiciones de uso necesarias, 

b) las identificaciones de las personas físicas o jurídicas encargadas de la explotación del sistema de tratamiento de imágenes y sonidos;

c) las medidas a adoptar para garantizar el respeto de las disposiciones legales vigentes;

d) el ámbito físico susceptible de ser grabado, el tipo de cámara, sus especificaciones técnicas;

e) la duración de la autorización,
Estará prohibido tomar sonidos, excepto cuando concurra un riesgo concreto y preciso, 
ARTICULO 11º La autorización tendrá en todo caso carácter revocable. Tendrá una vigencia máxima de un año, a cuyo término habrá de solicitarse su renovación.

ARTICULO 12º: EFECTOS JURIDICOS: Los responsables de la utilización de videocámaras y otros medios, deberán adoptar las medidas necesarias que garanticen la seguridad y confidencialidad de las imágenes, sonidos y datos por ellas obtenidos, evitando su alteración, pérdida, tratamiento o acceso no autorizado. Cualquier persona que, en razón del ejercicio de sus funciones o de modo accidental, tenga acceso a las imágenes, sonidos y datos que regula esta ley, deberá observar absoluta reserva y confidencialidad. 
ARTICULO 13º: CRITERIOS DE AUTORIZACION DE INSTALACIONES FIJAS: En la reglamentación de la presente ley, se establecerán los marcos técnicos y específicos que deberán reunir las videocámaras y otros medios análogos. 
ARTICULO 14º: AUTORIZACION DE VIDEOCAMARAS MOVILES: En las vías o lugares públicos donde se haya autorizado la instalación de videocámaras fijas, podrán utilizarse simultáneamente otras de carácter móvil para el mejor cumplimiento de los fines previstos en esta Ley, quedando, en todo caso, supeditada la toma, que ha de ser conjunta, de imagen y sonido, a la concurrencia de un peligro concreto.-
ARTICULO 15: LIMITES EN LA UTILIZACION DE LAS GRABACIONES: El acceso a toda información obtenida como consecuencia de las grabaciones será restrictivo a aquellos funcionarios que por razón de su función específica tengan acceso a las grabaciones. Se prohíbe la cesión o copia de las imágenes salvo en los supuestos previstos en la presente ley. Cualquier persona que por razón del ejercicio de sus funciones tenga acceso a las grabaciones deberá observar la debida reserva, confidencialidad y sigilo en relación con las mismas, siéndole de aplicación, en caso contrario, lo dispuesto en la legislación penal. Cuando no haya lugar a exigir responsabilidades penales, las infracciones a lo dispuesto en la presente Ley serán sancionadas con arreglo al régimen disciplinario correspondiente a los infractores y, en su defecto, con sujeción al régimen de sanciones en materia de protección de datos de carácter personal

TITULO TERCERO

PROCEDIMIENTOS

ARTICULO 16: ASPECTOS PROCEDIMENTALES: Realizada la filmación de acuerdo con los requisitos establecidos en la Ley, si la grabación captara la comisión de hechos que pudieran ser constitutivos de ilícitos penales, se dará intervención a los Magistrados competentes
Si la grabación captara hechos que pudieran ser constitutivos de infracciones administrativas relacionadas con la seguridad ciudadana, se remitirán al órgano competente, para el inicio del oportuno procedimiento sancionador ante el juzgado de faltas correspondiente.
ARTICULO 17: DESTRUCCION DE LAS GRABACIONES: Las grabaciones serán destruidas en el plazo que la autoridad de aplicación determine, teniendo especialmente en cuenta los plazos de prescripción de las acciones judiciales. En ningún caso podrán ser destruidas antes del año, que se computará a partir de la fecha de su captación. No deberán destruirse las grabaciones que estén relacionadas con infracciones penales o administrativas en materia de seguridad pública, con una investigación policial en curso o con un procedimiento judicial o administrativo abierto.

Se prohíbe la cesión o copia de las imágenes y sonidos obtenidos de conformidad con esta Ley.

ARTICULO 18: AUTORIDAD DE APLICACIÓN: El Poder Ejecutivo determina de acuerdo a las competencias establecidas por la Ley de Ministerios, el Ministerio que se desempeñará como autoridad de aplicación, el que tendrá a su cargo la custodia de las imágenes obtenidas y la responsabilidad sobre su ulterior destino, incluida su inutilización o destrucción.
 ARTICULO 19: DERECHO DE LOS INTRESADOS: El público será informado de manera clara y permanente de la existencia de videocámaras fijas, utilizando medios fehacientes para su información.
Toda persona interesada podrá ejercer judicialmente los derechos de acceso y cancelación de las grabaciones en que razonablemente considere que figura. Podrá ser denegarse el pedido de acceso o cancelación, en función de los peligros que pudieran derivarse para la seguridad pública, la protección de los derechos y libertades de terceros o las necesidades de las investigaciones que se estén realizando.

 ARTICULO 20: REGISTRO: La autoridad de aplicación competente debe crear un Registro en el que figuren:

a) todas las videocámaras que se hayan instalado, especificando su estado operativo y otros datos que puedan resultar de interés a su juicio;

b) se registraran las personas físicas y jurídicas, públicas o privadas que utilicen videocámaras para vigilancia, especificando su finalidad, ubicación, características técnicas y/o tecnológicas, propiedad, personal a cargo y responsable/s de su funcionamiento y control, como toda otra información que la reglamentación considere pertinente.

ARTICULO 21: GARANTIAS: a) La Autoridad de Aplicación deberá informar mediante un cartel indicativo de manera clara y permanente la existencia de videocámaras, excepto orden en contrario por parte de autoridad judicial.

b) Toda persona interesada podrá ejercer, ante autoridad judicial competente, los derechos de acceso y cancelación de las grabaciones en que razonablemente considere que figura, acreditando los extremos alegados

ARTICULO 22: INSTALACIONES QUE REQUIEREN LA AFECTACION DE PROPIEDADES PRIVADAS: El/los propietario/s de los bienes afectados por las instalaciones reguladas en esta Ley, o quienes los posean por cualquier título, están obligados a facilitar y permitir su colocación y mantenimiento, sin perjuicio de la necesidad de obtener, las indemnizaciones que procedan según las leyes vigentes.
TITULO CUARTO

DISPOSICIONES SANCIONATORIAS 
ARTICULO 23: INFRACCIONES Y SANCIONES: Cuando no haya lugar a exigir responsabilidades penales, las infracciones a lo dispuesto en la presente Ley serán sancionadas con arreglo al régimen contravencional como marco disciplinario para los infractores:
1. Se considerarán faltas muy graves y será sancionado con una multa de quinientos (500) a cinco mil (5000) pesos, decomiso si correspondiere, y clausura de uno (1) a diez (10) días del local, comercio o establecimiento, a todos los responsables que violaren el régimen disciplinario con las siguientes infracciones:

a) Alterar o manipular los registros de imágenes y sonidos siempre que no constituya delito.

b) Permitir el acceso de personas no autorizadas a las imágenes y sonidos grabados o utilizar éstos para fines distintos de los previstos legalmente.

c) Reproducir las imágenes y sonidos para fines distintos de los previstos en esta Ley.

d) Utilizar los medios técnicos regulados en esta Ley para fines distintos de los previstos en la misma.

2. Se considerarán faltas graves en el régimen disciplinario las restantes infracciones a lo dispuesto en la presente Ley, y  serán sancionados con multa de quinientos (1000) a cinco mil (15000) pesos, decomiso si correspondiere, y clausura de uno (5) a diez (60) días del local, comercio o establecimiento, los responsables que violaren en cualquiera de sus partes lo normado. 
ARTICULO 24: RECURSOS: Contra las resoluciones dictadas en aplicación de lo previsto en esta Ley, podrán interponerse recursos ordinarios en vía administrativa, y/o contencioso-administrativa. En cuanto a las sanciones contravencionales o ilícitos penales será competente el fuero penal en la materia que correspondiese.-
TITULO QUINTO

DISPOSICIONES GENERALES

ARTICULO 25: COMUNIQUESÉ A LOS MUNICIPIOS: Comuníquese a los municipios, a modo informativo, y para que adapten su normativa a la presente Ley, realizando las adecuaciones necesarias para mejor regulación en su jurisdicción.- 
ARTICULO 26º PLAZOS: El Poder ejecutivo elaborará, en el plazo de un año, la normativa correspondiente para adaptar los principios inspiradores de la presente Ley al ámbito de la seguridad privada.

En el plazo de seis meses a partir de la entrada en vigor de la presente Ley, se procederá, en su caso, a autorizar las instalaciones fijas de videocámaras actualmente existentes, así como a destruir aquellas grabaciones que no reúnan las condiciones legales para su conservación.

Además, el gobierno provincial en el plazo de seis meses desde la entrada en vigor de esta Ley, desarrollara, y aprobará las disposiciones reglamentarias necesarias para su ejecución y desarrollo.

ARTICULO 27º  - ALCANCE: El uso e instalación de videocámaras para seguridad por parte de los particulares, que en forma directa o indirecta influya en el ámbito de espacios públicos, está regido, en lo pertinente, por lo normado en la presente ley.
ARTICULO 28º  Comuníquese, etc.
F U N D A M E N T O S

La presente iniciativa trata de establecer un mecanismo de regulación de las videocámaras en el ámbito de la provincia, que ejerciendo un control de vigilancia, que recae sobre las personas, tanto en el ámbito publico como privado, muchas veces vulneran el ejercicio de los derechos y libertades de las personas, amparados constitucionalmente. Es por eso que la presente iniciativa tiende a brindar un absoluto respeto a los derechos fundamentales, normando este vacío legal.
El avance de los medios audiovisuales como soporte o herramienta para reforzar o prevenir la seguridad de las personas, como es el presente, donde a través del mismo se obtiene grabación de imágenes y sonidos, lleva a preocuparnos por el debido respeto del derecho a la intimidad y libertades de las personas, ya que inevitablemente en la realidad, esta herramienta en función de mayor seguridad, nos provoca un conflicto de derechos, donde el espíritu de esta utilizada en la busque de soluciones a la grave inseguridad, termina vulnerando el derecho a la intimidad, libertad de las personas, donde su imagen se convierte en objeto de posible extorsión, pero por sobre todo y por estar viviendo en un estado de derecho, nos lleva a primar los derechos fundamentales que nuestra constitución nacional y provincial marcan, sobre herramientas en política de seguridad.-
Es por eso la preocupación de legislar este vacío legal en la materia, y considerar oportuno que se reglamente el altísimo uso de videocámaras que vigilan nuestras acciones, ya sea grabando, tomando imágenes o sonidos, tanto en espacios públicos como privados, de manera tal que no afecten nuestra intimidad, y se propongan garantías precisas para el ejercicio de nuestros derechos y libertades reconocidos en la Constitución nacional y provincial, y no se vean en ningún momento perturbado con esta desmesurada política de seguridad pública, donde la provincia solo ataca los problemas en sus consecuencias, en vez de ir las causas que generan la gran inseguridad que hoy vivimos los bonaerense, como es la falta de resditribución de la riqueza, deserción escolar, desempleo o empleo precario, falta de inserción social, etc. Es por este motivo la presente iniciativa que tiene por finalidad regular esta materia, o si se quiere herramienta utilizada en búsqueda de mayor seguridad, donde el espíritu no es poner obstáculos y negar su función, sino poner limites precisos, en resguardo de derechos fundamentales bien reconocidos y tan importantes para un estado de derecho, ya que desde hace décadas la sociedad viene perdiendo derechos individuales so pretexto de la seguridad, donde este fenómeno mundial se acentuó en el presente siglo fogoneado por los poderes hegemónicos y por los avances en la tecnología. Este proyecto pretende plantear un interrogante ¿Quién vigila a los que nos vigilan?

El empleo de tecnologías de la información para el trabajo policial o judicial tiene su reverso. Cada sociedad debe escoger el grado de control al que somete a los ciudadanos.

En este sentido, parece necesaria la búsqueda de un punto de equilibrio entre el empleo de medios tecnológicamente avanzados en sociedades altamente 

tecnificadas y la garantía y tutela de los derechos fundamentales amparado en la magna constitucional nacional y provincial.

Consideramos necesario y oportuno, iniciar un debate sobre este tema; el abordaje, su discusión nos permitiría dilucidar que limite le ponemos al control de la sociedad en la vivimos y desarrollamos nuestras actividades en interferencia intersubjetiva.

Existen antecedentes con similares fines temáticos normativos a nivel mundial (España), en otros países de América (México, Guatemala, etc.), y en otras provincias de nuestro país (Córdoba, Ciudad Autónoma de Buenos Aires, Chaco). Porque sobre todo defender estos derechos es legislar, preservar los Derechos Humanos.

La evolución tecnológica ha deparado la aparición en los últimos decenios de novedosos instrumentos al servicio de la vigilancia. El tratamiento de datos personales y la toma de imágenes por medio de videocámaras, es lo que nos ocupa en la presente iniciativa.

La constante reducción de los costos, tanto de los ordenadores como de las videocámaras, junto con el paulatino incremento de la capacidad de procesar información y la reducción del tamaño de los equipos informáticos y de las cámaras parecen hacer de estas tecnologías instrumentos idóneos para cumplir con las tareas de prevención del delito y de persecución de la delincuencia.

Por ello, se asiste a una generalización del uso de este tipo de instrumentos en distintos países.

Sin embargo, el empleo de videocámaras parece responder, a razones más bien de carácter nacional. Así, en España el empleo de las videocámaras surge con motivo de la prevención de las algaradas realizadas por miembros de organizaciones independentistas en el País Vasco y se enmarca dentro de la política antiterrorista. En cambio, los casos francés e italiano parecen responder más bien a la lucha contra la delincuencia común.

Sin embargo, no debe olvidarse que el empleo de tecnologías de la información para el trabajo policial tiene su reverso. Cada sociedad debe escoger el grado de control al que somete a los ciudadanos. Hoy más que nunca, la sociedad se acerca a la encrucijada que predijo Orwell en su novela "1984". De hecho, no es extraño el recurso a las metáforas orwellianas y al personaje del "Gran Hermano" en el discurso político y las manifestaciones de gran parte de las asociaciones de defensa de las libertades.

En este sentido, parece necesaria la búsqueda de un punto de equilibrio entre el empleo de medios tecnológicamente avanzados en por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en sociedades altamente tecnificadas y la garantía y tutela de los derechos fundamentales.

El modelo italiano que aquí se expone responde, de algún modo, a esa búsqueda de equilibrio. La sociedad italiana ha sido duramente golpeada por distintos modos de delincuencia organizada de sobra conocidos. Por otra parte, su reciente legislación sobre la "privacy" o, empleando el término italiano, la "riservatezza", 
evidencia una voluntad política clara de hallar el punto de encuentro entre el cumplimiento de los fines policiales y la protección de la vida privada de los ciudadanos.

Así, en primer lugar, la adquisición de los datos, y su posterior empleo, están sujetos a los principios de licitud y corrección, aspectos relevantes ya que pueden determinar el bloqueo o la cancelación de los datos transcurrido un cierto periodo.

Por otra parte, los datos sólo pueden ser recogidos y registrados para finalidades determinadas, explícitas y legítimas.

La conservación de los datos deberá limitarse al tiempo estrictamente necesario para la consecución de la finalidad del tratamiento.

Asimismo deberán ser exactos, exhaustivos y puestos al día.

Por último, debe destacarse que el incumplimiento de estos principios puede determinar responsabilidad para el responsable del tratamiento.

Corresponde al Estado provincial, en el ejercicio de la competencia que le atribuye la Constitución en materia de seguridad pública, la aprobación de la presente Ley que, por otra parte, en la medida en que incide en la regulación de las condiciones básicas del ejercicio de determinados derechos fundamentales, como el derecho a la propia imagen y el derecho de intimidad, como a la privacidad de sus acciones, debe tener en su totalidad el carácter de Ley, que preserve los espacios públicos, como así también los espacios culturales y ambiental, siempre por que se respeten los principios constitucionales de intimidad, privacidad de las personas, por todo lo expuesto solicito a mis pares que acompañen con su voto la presente iniciativa.-

